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1. GESTIÓN SOCIO - AMBIENTAL DEL PROYECTO 

El Consultor deberá elaborar el Estudio de Diagnostico sociambiental cuyo propósito es identificar los posibles costos y demás estudios necesarios para el trámite de licencias, certificados, permisos, concesiones y/o autorizaciones de carácter ambiental y social. Dichos aspectos se desarrollarán en una fase posterior del proyecto. Los costos proyectados deberán contemplar lo relacionado con la gestión y obtención de las licencias y permisos ambientales y sociales. 

Para la elaboración del documento, el Consultor deberá regirse por lo establecido en la legislación ambiental vigente, el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible – Decreto 1076 de 2015, especialmente lo estipulado en los artículos 2.2.2.5.1.1 y 2.2.5.4.3 (o aquellos que los sustituyan o modifiquen) y sus reglamentarios, así mismo deberá tener en cuenta lo dispuesto en la Ley 1682 de 2013 “por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias”, Decreto 769 de 2014, “Por la cual se listan las actividades de mejoramiento en proyectos de infraestructura de transporte”, acogido por el Decreto 1076 de 2015   y  Decreto 770 de 2014 “Por la cual se establece un listado de cambios menores o ajustes normales en proyectos del sector de infraestructura de transporte que cuente con licencia o su equivalente”,  acogido por el Decreto 1076 de 2015 de 2014, y la Ley 1882 del 2018, “por la cual se adicionan, modifican y dictan disposiciones orientadas a fortalecer la contratación pública en Colombia, la ley de infraestructura y se dictan otras Disposiciones” el consultor deberá revisar y analizar el alcance de los estudios contratados, con el objeto de tener claridad si el proyecto se enmarca bajo los lineamientos generales de las Guías de Manejo Ambiental de Proyectos de Infraestructura (elaboración del Plan de Adaptación de la Guía Ambiental – PAGA) y/o requiere licenciamiento ambiental.

El Interventor será responsable de acatar y dar a conocer entre su equipo el contenido de la Ley 2387 del 25 de julio de 2024 que modifica la Ley 1333 de 2009, “Por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones”. Esta norma faculta a la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA y a las autoridades ambientales del orden regional y nacional para ejercer las actividades preventivas y sancionatorias que considere, en caso de establecerse, por parte del contratista, conductas, hechos o actividades consideradas infracciones que atenten contra el medio ambiente o que sean violatorias de la normatividad vigente, en especial el Código de Recursos Naturales Renovables Decreto-Ley 2811 de 1974, la Ley 99 de 1993, la Ley 165 de 1994, y en las demás disposiciones que las sustituyan o modifiquen, y el contenido de los actos administrativos emanados de la autoridad ambiental competente.

2. OBLIGACIONES SOCIO - AMBIENTALES DEL CONSULTOR 

El documento elaborado por el consultor deberá contar con la aprobación de la Interventoría y ser entregado al INVIAS como soporte contractual para el seguimiento y control del proyecto. Su contenido deberá incorporar el Modelo de Almacenamiento Geográfico de Datos (GDB), en concordancia con lo desarrollado en el estudio ambiental. La GDB deberá cumplir con los criterios mínimos de calidad de datos, tales como: exactitud posicional, exactitud de atributos, consistencia lógica, coherencia topológica, completitud, calidad temporal y procedencia. Para tal fin, deberá atenderse la Guía para el diligenciamiento y presentación del modelo de datos geográficos de la ANLA. Únicamente se excluye de la GDB aquella información que no pueda ser levantada a partir de fuentes secundarias.
Será obligación del Consultor realizar la investigación y evaluación de las áreas con restricciones ambientales (ecosistemas estratégicos, áreas ambientalmente sensibles, parques y reservas, zonas con potencial arqueológico, territorios colectivos, entre otros), a fin de garantizar la conservación del entorno físico, biótico y social en el área de influencia del proyecto.
El Estudio de Diagnóstico podrá elaborarse con base en información secundaria, siempre y cuando esta sea suficiente, actualizada y consistente. En caso contrario, el Consultor deberá recopilar información primaria. Para su estructuración, deberá utilizar información secundaria proveniente de fuentes oficiales y aprobadas (SIAC, IDEAM, IGAC, TREMARCTOS, Instituto Von Humboldt, entre otras), complementada con un reconocimiento básico en campo, sin que ello implique la realización de monitoreos, muestreos o ensayos que generen costos adicionales.
Deberá realizar la descripción de las condiciones ambientales de forma tal que sirva de insumo en posteriores fases para la formulación de la línea base ambiental que deben tener los proyectos a cargo del INVÍAS para el modo carretero, de acuerdo con la caracterización de proyectos establecida en la Guía Ambiental, acorde a la sensibilidad ambiental del área de influencia donde se prevé desarrollar el proyecto.
El Consultor deberá identificar de manera preliminar los permisos y/o autorizaciones que podrían requerirse para la futura ejecución de obras (ej. ocupación de cauce, aprovechamiento forestal, disposición de materiales, consulta previa), así como la posible presencia de especies que requieran proceso de levantamiento de veda. Asimismo, deberá verificar o identificar si las actividades previstas se ubican sobre zonas de Sustracción de Reserva de la Ley 2 de 1959 o categorías de manejo especial susceptibles de sustracción de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 1076 de 2015 respecto de las áreas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP) (artículo 2.2.2.1.1.1. y SS).
Con base en la normatividad ambiental vigente, el Consultor deberá evaluar cuál es el instrumento de gestión ambiental aplicable en fases posteriores (Licencia Ambiental o PAGA). De igual forma, deberá asegurar la indemnidad del Instituto Nacional de Vías por concepto de cumplimiento de la normatividad ambiental vigente, así como de los requerimientos formulados por las Autoridades Sociales y Ambientales competentes por causa de las actividades del proyecto e impactos generados en su Área de influencia.

[bookmark: _GoBack]El Consultor deberá garantizar que el personal a su cargo cumpla con la dedicación mínima establecida en el presente proceso de selección durante todo el tiempo de ejecución del proyecto. Deberá verificar la disponibilidad de los profesionales sociales y ambientales, evitando que las dedicaciones superen el 100 % en el sumatoria general con otros proyectos. La consultoría deberá presentar a la Unidad Ejecutora, con copia a la Subdirección de Sostenibilidad, el listado de profesionales discriminados para los componentes social y ambiental que harán parte del grupo de gestión socioambiental del proyecto. En caso de presentarse cambios frente a los profesionales evaluados en el proceso de selección, se deberá precisar la profesión, cargo y dedicación, y remitir dicha información en un plazo no superior a quince (15) días posteriores a la orden de inicio del contrato de interventoría.
El Consultor se obliga a presentar informes de avance mensuales en medio magnético, los cuales serán entregados a la firma interventora para su revisión y concepto. En caso de que la ejecución de la consultoría supere los seis (6) meses, deberá realizarse una entrega parcial semestral del Estudio de Diagnóstico a la Unidad Ejecutora, con copia a la Subdirección de Sostenibilidad, en medio digital. Una vez concluido, la Interventoría radicará ante la Unidad Ejecutora la versión final aprobada, en medio físico y magnético (formato modificable), con copia a la Subdirección de Sostenibilidad.
La Interventoría será responsable de emitir conceptos sobre los entregables, formular requerimientos al Consultor y verificar su cumplimiento. Ante un eventual incumplimiento, deberá solicitar la aplicación de las multas previstas en la Resolución 718 de 2022, “por la cual se determina el régimen de multas e imposición de cláusula penal en los contratos celebrados por el INVIAS”.

3. PRODUCTOS ENTREGABLES

El Estudio de Diagnóstico Socioambiental deberá incluir como mínimo los siguientes componentes:

· Documento técnico ajustado al objeto y alcance del proyecto, soporte contractual del seguimiento y control por parte del INVIAS y la Interventoría.
· Definición del área de influencia y línea base (caracterización abiótica, biótica y socioeconómica) con información debidamente referenciada.
· Relación del personal sugerido para la fase posterior del estudio.
· Identificación de puntos factibles de muestreo conforme a la normativa aplicable (calidad de agua, aire, suelos, ruido, entre otros).
· Identificación de la necesidad de estudios complementarios (levantamiento de veda, sustracción de reserva, diagnóstico arqueológico, entre otros).
· Estimación de costos aproximados para la fase posterior, incluyendo pagos a autoridades ambientales, permisos y licencias.
· Identificación de posibles pendientes ambientales y/o sociales derivados de proyectos anteriores en el área de estudio.
· Cronograma de ejecución que contemple tiempos factibles para cada actividad, incluyendo la estimación de los plazos requeridos para el trámite, evaluación y obtención de permisos, licencias, pronunciamientos y/o autorizaciones ante las autoridades competentes.
· Modelo de Almacenamiento Geográfico de Datos (GDB) conforme a los lineamientos de la ANLA.
· Cualquier otro documento adicional requerido por el INVIAS.

La descripción de las condiciones ambientales de la línea base del área de influencia del proyecto deberá contener como mínimo:

a) Definición del área de influencia
b) Línea base medio abiótico
a. Componente geológico
b. Componente geomorfológico
c. Componente geotécnico
d. Componente amenazas
e. Componente suelos y uso del suelo
f. Componente hidrología
g. Componente hidrogeológico
h. Componente atmosférico
c) Línea base medio biótico
a. Componente flora: una vez identificados cartográficamente los ecosistemas en el área de influencia, se deberá realizar una descripción general mediante información de fuentes secundarias.
d) Línea base medio socioeconómico
a. Análisis de factores demográficos, actividades productivas, infraestructuras existentes, y aspectos sociales y culturales.


Adicionalmente, el estudio deberá incorporar: 

· Matriz de permisos y autorizaciones ambientales y sociales en donde se indique la autoridad competente, requisitos principales, costos asociados y tiempos estimados de trámite, sin que en esta fase se gestionen permisos ni se elaboren soportes definitivos.
· Inventario de las especies identificadas que requieran proceso de levantamiento de veda, para lo anterior dependiendo lo que considere la unidad ejecutora, se elaborarán los documentos técnicos preliminares necesarios de acuerdo con los requisitos que fija la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA o la autoridad ambiental regional competente.
· En caso de que las actividades a generar por el proyecto se ubican sobre zonas de Sustracción de Reserva de la Ley 2 de 1959 o categoría de manejo especial susceptible de sustracción de acuerdo con lo previsto por el Decreto 1076 de 2015 en relación con las áreas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas -SINAP (artículo 2.2.2.1.1.1. y SS), entre otros; de ser así, el consultor dependiendo lo que considere la Unidad Ejecutora deberá elaborar el documento técnico previo requerido de acuerdo con los requisitos previstos por la Dirección de Bosques, Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o la entidad ambiental competente.
· El Consultor deberá identificar y caracterizar, con base a fuentes primarias y secundarias, la presencia de comunidades étnicas en el área interés del proyecto. La consulta debe realizarse a entidades de orden territorial y nacional.  También debe gestionar y obtener los actos administrativos y polígonos de los territorios colectivos de comunidades étnicas, con influencia en el área de interés.
· Debe tramitarse la certificación de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, en la que se indique si sobre el área de influencia del proyecto se sobrepone un área macro focalizada y/o micro focalizada por dicha Unidad, o si se ha solicitado por una particular inclusión en el registro de tierras despojadas o abandonadas forzosamente, que afecte alguno de los predios requeridos para el proyecto. Será evaluada la pertinencia de elevar solicitudes similares ante la Unidad de Restitución de Tierras y la Agencia Nacional de Tierras. 
· Se requieren por lo menos dos reuniones de socialización: una reunión inicial, con un alcance exploratorio y de consecución de fuentes primarias y una reunión final para vincular a las comunidades con la solución técnica garantizando así la gobernanza del proyecto.

La gestión social y el corredor geotécnico:

El componente social de la Consultoría debe aportar a la identificación y formulación del diagnóstico del corredor geotécnico elementos sociales que impacten positivamente los proyectos, con la finalidad de disminuir la incertidumbre y los riesgos en la infraestructura vial, aportando a generar un balance ambiental neto positivo.
Siguiendo los criterios establecidos por el componente ambiental, el Consultor debe acogerse a lo estipulado en el artículo 39 de la Ley 1682 de 2013, donde se desarrolle el contenido “tradicional”, en el medio socioeconómico. El enlace compartido con Requerimientos Técnicos fase 0 se incluyen los lineamientos desde el componente social. 
Adicionalmente para el desarrollo de este componente el Consultor deberá seguir los lineamientos incluidos en la resolución número 20243040018375 del 30-04-2024 “Por la cual se incorpora en los proyectos de infraestructura vial el concepto de Corredor Geotécnico, se adoptan los Lineamientos de Infraestructura Verde Vial -LIVV y se dictan disposiciones frente a la gestión del riesgo de desastres”.
Al tratarse de un concepto integral en proceso de incorporación, desde el componente social se requiere elaborar un plan de trabajo que incluya, en este caso hasta la etapa de prefactibilidad (según el alcance del proyecto). Se infiere que deben incorporarse los numerales 1 y 2 del artículo 7 de la mencionada resolución. Es preciso evaluar como desde las ciencias sociales y humanas se constituye dicho concepto.
Adicionalmente el Consultor debe identificar si ya existen o se deben incorporar actividades pertinentes e innovadoras desde la gestión social, que requiera la planeación integral de un corredor geotécnico, amparados en la resolución número 2451 del 15 de julio de 2022 “Por la cual se adoptan las especificaciones generales de construcción para la regulación de nuevas tecnologías, como norma técnica para los proyectos de infraestructura de la Red Vial Nacional”.
Es necesario que la consultoria social se incorpore al plan de trabajo de la consultoría integral y de este componente se generen recomendaciones que serán tenidas en cuenta en la etapa de factibilidad. Esta propuesta integradora entre lo existente y lo nuevo, permitirá al Consultor proyectar el cronograma de actividades y costos de la gestión social en la siguiente etapa de diseño.

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
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NORMATIVIDAD 

Las obligaciones para el cumplimiento ambiental y social se enmarcan en la normatividad vigente en la materia, citada a continuación, no obstante, el hecho de no encontrarse citada alguna norma promulgada antes del cierre del proceso de selección, no exime al consultor/contratista de su conocimiento y aplicabilidad, bajo su entera responsabilidad.

5.1 NORMATIVIDAD AMBIENTAL

· La Constitución Política de Colombia.
· Decreto Ley 2811 de 1974. Por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente.
· Decreto 1449 de 1977. Por el cual se reglamentan parcialmente el inciso 1 del numeral 5 del artículo 56 de la Ley 135 de 1961 y el Decreto Ley No. 2811 de 1974.
· Decreto 1608 de 1978. Por el cual se reglamenta el Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente y la Ley 23 de 1973 en materia de fauna silvestre.
· Decreto 1541 de 1978. Por el cual se reglamenta la Parte III del Libro II del Decreto - Ley 2811 de 1974: "De las aguas no marítimas" y parcialmente la Ley 23 de 1973.
· Decreto 1715 de 1978. Por el cual se reglamenta parcialmente el Decreto - Ley 2811 de 1974, la Ley 23 de 1973 y el Decreto - Ley 154 de 1976, en cuanto a protección del paisaje.
· Ley 09 de 1979. Por la cual se dictan Medidas Sanitarias.
· Decreto 2858 de 1981. Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 56 del Decreto-Ley 2811 de 1974 y se modifica el Decreto 1541 de 1978.
· Decreto 02 de 1982. Por el cual se reglamenta parcialmente el Título I de la Ley 09 de 1979 y el Decreto Ley 2811 de 1974, en cuanto a emisiones atmosféricas.
· Ley 21 de 1991. Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado por la 76a. reunión de la Conferencia General de la OIT, Ginebra.
· Ley 52 de 1993. Por medio de cual se aprueba el convenio 167 y la recomendación No. 175 sobre seguridad y salud en la construcción; adoptados por la 75ª reunión de la conferencia general de la OIT, Ginebra de 1988.
· Ley 55 de 1993. Por medio de la cual se aprueba el "Convenio No. 170 y la Recomendación número 177 sobre la Seguridad en la Utilización de los Productos Químicos en el trabajo”, adoptados por la 77a. Reunión de la Conferencia General de la O.I.T., Ginebra, 1990.
· Ley 99 de 1993. Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA y se dictan otras disposiciones.
· Ley 70 de 1993. Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política.
· Resolución 1083 de 1994 del Ministerio del Medio Ambiente. Por el cual se regula la utilización de fibra natural en obras y actividades.
· Resolución 541 de 1994 del Ministerio del Medio Ambiente. Por medio del cual se regula el cargue, descargue, transporte, almacenamiento y disposición final de escombros, materiales, elementos, concretos y agregados sueltos de construcción de demolición y capa orgánica, suelo y subsuelo de excavación.
· Resolución 898 de 1995 del Ministerio del Medio Ambiente. Por la cual se regula los criterios ambientales de calidad de los combustibles líquidos y sólidos utilizados en hornos y calderas de uso comercial e industrial y en motores de combustión interna de automotores.
· Decreto 948 de 1995. Por el cual se reglamentan, parcialmente la Ley 23 de 1973, los artículos 33, 73, 74, 75 y 76 del Decreto-ley 2811 de 1974; los artículos 41, 42, 43, 44, 45, 48 y 49 de la Ley 9ª de 1979; y la Ley 99 de 1993, en relación con la prevención y control de la contaminación atmosférica y la protección de la calidad del aire.
· Decreto 2107 de 1995. Por medio del cual se modifica parcialmente el Decreto 948 de 1995 que contiene el Reglamento de Protección y Control de la Calidad del Aire.
· Decreto 605 de 1996. Por el cual se reglamenta la Ley 142 de 1994 en relación con la prestación del servicio público domiciliario de aseo. Vigente solo el capítulo sancionatorio.
· Ley 299 de 1996. Por el cual se protege la flora colombiana, se reglamentan los jardines botánicos y se dictan otras disposiciones.
· Ley 373 de 1997. Por la cual se establece el programa para el uso eficiente y ahorro del agua.
· Ley 388 de 1997. Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 1697 de 1997. Por medio del cual se modifica parcialmente el Decreto 948 de 1995, que contiene el Reglamento de Protección y Control de la Calidad del Aire.
· Resolución 273 de 1997 del Ministerio del Medio Ambiente. Por la cual se establecen las tarifas mínimas de las tasas retributivas por vertimientos líquidos para los parámetros, demandas bioquímicas de oxígeno (DBO) y sólidos suspendidos totales (SST).
· Resolución 372 de 1998 del Ministerio del Medio Ambiente. Por la cual se actualizan las tarifas mínimas de las tasas retributivas por vertimientos líquidos y se dictan disposiciones.
· Resolución 415 de 1998 del Ministerio del Medio Ambiente. Por la cual se prohíbe la quema de llantas, baterías, plásticos y otros materiales que puedan generar emisiones tóxicas al aire.
· Ley 472 de 1998. Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 321 de 1999. Relacionado con el Plan Nacional de Contingencias contra derrames accidentales de hidrocarburos o cualquier otra sustancia nociva para la salud, en el sentido de que en cada actividad a realizar se debe realizar una evaluación de las posibles contingencias que puedan presentarse y tomar las acciones correctivas o preventivas según sea del caso.
· Decreto 1552 de 2000. Mediante el cual se modifica el art. 38 del Decreto 948 de 1995, modificado por el artículo 3 del Decreto 2107 de 1995, relacionado con las emisiones de vehículos Diesel.
· Ley 685 de 2001. Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones.
· Ley 769 de 2002. Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 1530 de 2002. Por el cual se modifica el artículo 40 del Decreto 948 de 1995, modificado por el artículo 2º del Decreto 1697 de 1997 y por el Decreto 2622 de 2000, respecto del contenido de plomo en los combustibles.
· Decreto 1713 de 2002. Por el cual se reglamenta la Ley 142 de 1994, la Ley 632 de 2000 y la Ley 689 de 2001, en relación con la prestación del servicio público de aseo, y el Decreto Ley 2811 de 1974 y la Ley 99 de 1993 en relación con la Gestión Integral de Residuos Sólidos.
· Ley 850 de 2003. Por medio de la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas.
· Decreto 155 de 2004. Por el cual se reglamenta el artículo 43 de la Ley 99 de 1993 sobre tasas por utilización de aguas y se adoptan otras disposiciones.
· Decreto 3440 de 2004. Modifica parcialmente el Decreto 3100 de 2003.
· Resolución 1565 de 2004 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se modifica parcialmente la resolución 898 de 1995, que regulan los criterios ambientales de calidad de los combustibles líquidos y sólidos utilizados en hornos y calderas de uso comercial e industrial y en motores de combustión interna de vehículos automotores.
· Decreto 838 de 2005. Por el cual se modifica el Decreto 1713 de 2002 sobre disposición final de residuos sólidos y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 4741 de 2005. Por el cual se reglamenta parcialmente la prevención y manejo de los residuos o desechos peligrosos generados en el marco de la gestión integral.
· Decreto 4742 de 2005. Por el cual se modifica el artículo 12 del decreto 155 de 2004 y se reglamenta el artículo 43 de la Ley 99 de 1993 sobre tasas por utilización de agua.
· Resolución 1023 de 2005 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se adoptan las guías ambientales como instrumento de autocontrol y autorregulación.
· Oficio 526974 de 28 de diciembre de 2005 concepto de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Minas y Energía. Obligación de gestionar y obtener licencia ambiental en los procesos de autorización temporal para materiales de construcción de carreteras.
· Resolución 349 de 2006 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se establece el porcentaje de gastos de administración que cobrarán las autoridades ambientales en relación con los servicios de evaluación y seguimiento ambiental.
· Resolución 601 de 2006 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se establece la norma de calidad de aire o nivel de inmisión para todo el territorio nacional en condiciones de referencia.
· Resolución 627 de 2006 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se establece la norma nacional de emisión de ruido y ruido ambiental.
· Resolución 1402 de 2006 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se desarrolla parcialmente el decreto 4711 del 30 de diciembre de 2005, en materia de residuos o desechos peligrosos.
· Resolución 2202 de 2006 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se adoptan los Formularios Únicos Nacionales.
· Decreto 979 de 2006. Por el cual se modifican los artículos 7, 10, 93, 94 y 108 del Decreto 948 de 1995.
· Circular 2000-2-44593 del 19 de mayo de 2006 del Viceministerio de Ambiente. Lineamientos para la aplicación de tasas ambientales.
· Oficio 2400-E-2-70830 del 4 de septiembre de 2006 concepto de la Dirección de Licencias, Permisos y Trámites Ambientales del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Territorial. Obligación de gestionar y obtener licencia ambiental en los procesos de autorización temporal para materiales de construcción de carreteras.
· Decreto 330 de 2007. Por el cual se reglamentan las audiencias públicas ambientales y se deroga el Decreto 2762 de 2005.
· Decreto 1575 de 2007. Por el cual se establece el Sistema para la Protección y Control de la Calidad del Agua para Consumo Humano.
· Resolución 2115 de 2007 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por medio de la cual se señalan características, instrumentos básicos y frecuencias del sistema de control y vigilancia para la calidad del agua para consumo humano.
· Resolución 910 de 2008 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Por la cual se reglamenta los niveles permisibles de emisión de contaminantes que deberán cumplir las fuentes móviles terrestres, se reglamenta el artículo 91 del Decreto 948 de 1995 y se toman otras disposiciones.
· Ley 1333 de 2009. Sobre el Régimen Sancionatorio Ambiental.
· Decreto 3930 de 2010. Por el cual se reglamenta parcialmente el Título I de la Ley 9 de 1979, así como el Capítulo II – Parte III – Libro II del Decreto-Ley 2811 de 1974 en cuanto a usos de agua y residuos líquidos y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 4728 de 2010. reforma el Decreto 3930 de 2010. Permiso para Vertimientos al Recurso Hídrico, al Suelo y a los Alcantarillados.
· Decreto 2667 de 2012. Por el cual se reglamenta la tasa retributiva por la utilización directa e indirecta del agua como receptor de los vertimientos puntuales, y se toman otras determinaciones.
· Decreto 2981 de 2013. Por el cual se reglamenta la prestación del servicio público de aseo.
· Decreto 2041 de 2014. Por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 de 1993 sobre licencias ambientales.
· Decreto 769 de 2014. Por la cual se listan las actividades de mejoramiento en proyectos de infraestructura de transporte.
· Decreto 770 de 2014. Por la cual se establece un listado de cambios menores o ajustes normales en proyectos del sector de infraestructura de transporte que cuente con licencia o su equivalente.
· Decreto 1076 de 2015. Por medio del cual se expide el Decreto único reglamentario del sector ambiente y desarrollo sostenible.
· Resolución 324 de 2015 de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales. Por la cual se fijan las tarifas para el cobro de los servicios de evaluación y seguimiento de licencias, permisos, concesiones, autorizaciones y demás instrumentos de control y manejo ambiental.
· Decreto 2220 de 2015. Por el cual se adiciona una sección al Decreto 1076 de 2015 en lo relacionado con las licencias y permisos ambientales para Proyectos de Interés Nacional y Estratégicos (PINE).
· Resolución 6725 de 2016 del Instituto Nacional de Vías. Por medio de la cual se crea el programa de arborización “Escuelas Verdes”.
· Resolución 2182 de 2016 por la cual se modifica y consolida el Modelo de Almacenamiento Geográfico contenido en la Metodología General para la presentación de Estudios Ambientales y en el Manual de Seguimiento Ambiental de Proyectos.
· Decreto 870 de 2017 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Por la cual se establece el pago por Servicios Ambientales y otros incentivos a la conservación.
· Decreto 1007 de 2017 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Mediante el cual se reglamenta los componentes generales del incentivo de pago por servicios ambientales y la adquisición y mantenimiento de predios en áreas y ecosistemas estratégicos que tratan el Decreto Ley 870 de 2017.
· Resolución 1402 de 2018 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Por la cual se adopta la Metodología General para la Elaboración y Presentación de Estudios Ambientales.
· Ley 1882 de 2018. Por el cual se adicionan, modifican y dictan disposiciones orientadas a fortalecer la contratación pública en Colombia, La Ley de Infraestructura y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 050 del 2018. Por medio del cual se modifica parcialmente el Decreto 1076-2015, con relación a los Consejos Ambientales Regionales de Microcuencas (CARMAC), el ordenamiento del Recurso Hídrico y Vertimientos y se dictan otras disposiciones.
· Guía de Manejo Ambiental de Proyectos de Infraestructura, Sub - sector Vial. (Versión 2011).
· Guía de Manejo Ambiental de Proyectos de Infraestructura, Sub - sector Marítimo y Fluvial. (Versión 2011).
· [bookmark: _Hlk106698425]Resolución 319 del 26 de enero de 2022, “Por la cual se adopta el Manual de Interventoría de Obra Pública del Instituto Nacional de Vías – INVIAS”


NORMATIVIDAD SOCIAL

· La Constitución Política de Colombia.
· Ley 21 de 1991 Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado por la 76a. reunión de la Conferencia General de la O.I.T., Ginebra 1989 el convenio 169 de la OIT establece la necesidad de consultar a las comunidades étnicas.
· Ley 70 de 1993. La presente ley tiene por objeto reconocer a las comunidades negras y así mismo tiene como propósito establecer mecanismos para la protección de la identidad cultural y de los derechos de las comunidades negras de Colombia como grupo étnico, y el fomento de su desarrollo económico y social, con el fin de garantizar que estas comunidades obtengan condiciones reales de igualdad de oportunidades frente al resto de la sociedad colombiana.
· Ley 80 de 1993. Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.
· Ley 134 de 1994. Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación ciudadana.
· Decreto 1320 de 1998. Por el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas y negras. 
· Ley 850 de 2003. Por medio de la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas.
· Ley 1150 de 2007. Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con Recursos Públicos.
· Resolución 3662 de 2007 del Ministerio de Transporte. Por la cual se establece el procedimiento para la imposición de sanciones y se señalan las cuantías para hacer efectiva la cláusula de multas en los contratos celebrados por el Instituto Nacional de Vías.
· Ley 1185 de 2008 Por la que se modifica y adiciona la Ley General de Cultura y se dictan otras disposiciones.
· Ley 1228 de 2008. Por la cual se determinan las fajas mínimas de retiro obligatorio o áreas de exclusión, para las carreteras del sistema vial nacional, se crea el Sistema Integral Nacional de Información de Carreteras y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 3770 de 2008. Establece requisitos de los consejos comunitarios y organización de las mismas.
· Decreto 763 de 2009. Por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 814 de 2003 y 397 de 1997.
· Directiva 01 de 2010 Garantía del Derecho fundamental a la Consulta previa.
· Directiva presidencial 10 de 2013. Guía para la realización de Consulta previa.
· Ley 1655 de 2013. Por medio del cual se reglamentan los artículos 63, 70 y72 de la Constitución Política de Colombia en lo Patrimonio Cultural Sumergido
· Ley 1682 de 2013. Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias.
· Resolución 7310 de 2015, por la cual se modifican los criterios para la elaboración e implementación del plan de gestión socio predial, con miras a compensar los impactos sociales generados en la adquisición de áreas requeridas para la ejecución de proyectos a cargo del Instituto Nacional de Vías -INVIAS".
· Ley 1755 de 2015. Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Normatividad.
· Ley 1757 de 2015 "Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática".
· Decreto 1080 de 2015. Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura
· Ley Estatutaria 1757 de 2015. Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática
· Decreto 1080 de 2015. Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura.
· Decreto 092 de 2017. Por el cual se reglamenta la contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro a la que hace referencia el inciso segundo del artículo 355 de la Constitución Política.
· Ley 1882 de 2018. Por el cual se adicionan, modifican y dictan disposiciones orientadas a fortalecer la contratación pública en Colombia, La Ley de Infraestructura y se dictan otras disposiciones.
· Decreto 138 de 2019. Por el cual se modifica la Parte VI "Patrimonio Arqueológico" del Decreto 1080 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Cultural.
· Decreto 2353 de 2019. Por el cual se modifica la estructura del Ministerio del Interior y se determinan las funciones de algunas dependencias.
· Directiva presidencial 08 de 2020. Guía para la realización de Consulta Previa.
· Guía de Manejo Ambiental de Proyectos de Infraestructura, Sub - sector Vial. (Versión 2011).
· Guía de Manejo Ambiental de Proyectos de Infraestructura, Sub - sector Marítimo y Fluvial. (Versión 2011).
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